1.298

"PEREIRA MANUEL ALBERTOC/ FISCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES y otro/a S/AMPARO"


En la ciudad de San Nicolás de los Arroyos, a los 30 días del mes de diciembre de 2011, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en San Nicolás, integrada por los Dres.  Cristina Yolanda Valdez, Damián Nicolás Cebey y Marcelo José Schreginger, se reúne en Acuerdo Extraordinario para dictar sentencia definitiva en los autos "PEREIRA MANUEL ALBERTOC/ FISCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES y otro/a S/AMPARO", expediente nº 1298-2011.


De acuerdo con el sorteo efectuado se estableció el siguiente orden de votación: Dres. Cristina Yolanda Valdez, Damián Nicolás Cebey y Marcelo José Schreginger.

ANTECEDENTES

I. LA PRETENSIÓN ACTORAL: -


A fs. 12./17 vta. se presentó el Sr. Manuel Alberto Pereira, con patrocinio del Dr. Mauricio Muñoz, promoviendo acción de amparo contra la Provincia de Buenos Aires y la Municipalidad de Lincoln, y solicitando se ordene a la contraparte la expedición a su nombre del carnet para conducir chasis y acoplado.


Relató haber iniciado inmediatamente de cumplir sus dieciocho (18) años de edad -17 de marzo de 2010- el trámite para obtener el carnet para conducir, que le extendieron la autorización con la categoría A1 y B2, es decir, auto y camioneta, pero no para chasis y acoplado, informándosele que la edad exigida para ello era la de veintiún (21) años.


Dijo que, en la actualidad, se encuentra desocupado, que le es imperioso ayudar a su familia, que su madre posee un chasis con cabina marca Volkswagen, modelo 15170, Dominio DIH-266, año 2000; que su padre trabaja en el Banco de la Provincia de Buenos Aires, y que les han ofrecido colabore con ellos conduciendo el chasis y acoplado. 


Indicó que el artículo 11 de la Ley n° 24.449 prescribe que las edades mínimas para acceder a cada tipo de licencia, y en el tópico la misma es de veintiún (21) años, pero que dicha norma data del 23 de diciembre de 1994, siendo -según su entender- que su finalidad, respecto de la conducción de este tipo de rodados, es que la realicen personas mayores de edad. 


Entendió que la situación varió a partir de la sanción -el día 2 de diciembre de 2009- de la Ley n° 26.579, promulgada el día 21 de diciembre de 2009, modificando el artículo 126 del Código Civil, disponiendo que son menores las personas que no hubieran cumplido la edad de dieciocho (18) años. Dijo que, en su caso, al cumplir los dieciocho (18) años adquirió la mayoría de edad, y que no habría impedimento para obtener la licencia y poder trabajar.


Expresó que la vía del amparo resulta ser la idónea para resolver la cuestión, no existiendo otro remedio judicial alternativo que sea expedito, rápido y que, garantizando una decisión oportuna de jurisdicción, resguarde sus derechos constitucionales afectados. 


Fundó en derecho basándose en la norma del artículo 14 de la Constitución Nacional, en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, en el artículo 23 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos y en el artículo 24 del Pacto de San José de Costa Rica.


Ofreció prueba y dejó planteado el caso federal.


II. LOS RESPONDES: -


A fs. 34/36 la Municipalidad de Lincoln presentó el informe circunstanciado alegando haber cumplido con la normativa, tanto provincial como nacional vigentes. 


Aclaró que el actor cuenta con diecinueve (19) años de edad y que ello resulta un valladar infranqueable, desde lo normativo, para otorgar Licencias de Conducir de las categorías requeridas por el demandante. 


Refirió a precedentes administrativos e interpretó que la Ley n° 26.579 -modificatoria de las disposiciones del Código Civil en cuanto a la mayoría de edad- debería prevalecer, siendo la más moderna, por sobre las normas de tránsito que resultan de aplicación. Agregó que su proceder resulta conforme las competencias que se le han atribuido a los organismos provinciales, en especial a la Dirección Provincial de Política y Seguridad Vial. 


Acompañó el Expediente Administrativo n° 22.103-002975 iniciado por dicha Municipalidad ante la Dirección Provincial de Política y Seguridad Vial de la Provincia de Buenos Aires. 


A fs. 42 compareció el Dr. Juan Horacio Fay, delegado fiscal, presentó informe circunstanciado y acompañó fax que da cuenta del informe evacuado por la Dirección Provincial de Política y Seguridad Vial a la Fiscalía de Estado, de fecha 4 de abril de 2011. Luego agregó el expediente administrativo n° 5100-11092/2011, con el original del informe antes referido (fs. 65/66). 


Sostuvo el Delegado Fiscal que el actor no ha acreditado la arbitrariedad o ilegalidad manifiesta de la medida que impugna para justificar la procedencia del amparo, en tanto el proceder de la Administración encuentra adecuado sustento legal en la normativa vigente, y además los actos administrativos gozan de la presunción de legitimidad; citó jurisprudencia.


Solicitó el rechazo de la acción de amparo, con costas.


III. EL DECISORIO EN CRISIS: -


La Sra. Juez a quo resolvió, en fecha 5 de julio de 2011 a fs. 78/83 vta. el rechazo de la acción de amparo e impuso las costas a la vencida. 


Sostuvo que resultaba dificultoso dilucidar si el objeto de la pretensión perseguida era la mera declaración de inconstitucionalidad de los artículos 11, 16 y 20 de la Ley n° 24.449, a la que se adhiriera nuestra Provincia por Ley n° 13.927, o bien el tratamiento del rechazo de la petición del permiso de conducir que diera origen a la cuestión cabeza de la acción.


Por tal motivo, decidió abocarse al tratamiento de ambos extremos en forma separada.


Con relación a la tacha de inconstitucionalidad, entendió que el planteo tiene sustento en la supuesta constitucionalidad que refleja la aplicación de las normas en que se funda el acto supuestamente lesivo, y que dicho reclamo tiene cabida en el marco de la acción de amparo, pero decidió su rechazo por encontrar el planteo carente de fundamentos y de sustento jurídico. 


Observó que el actor entendió vulnerados sus derechos a trabajar y ejercer toda industria lícita, y también a la igualdad ante la ley, basando su postura en la Ley n° 26.579, pero que en ningún momento señaló o intentó probar el motivo por el cual consideró que los fundamentos -por él esgrimidos- resultaban ser los verdaderamente tenidos en cuenta por el legislador a la hora de estipular los requisitos para determinar la edad necesaria para otorgar la licencia que persigue.


Citó jurisprudencia con relación a la gravedad que implica el planteo articulado.


Refiriendo al poder de policía y a la reglamentación de las leyes, sostuvo que no encuentra en la Ley en análisis que el extremo referido al requisito de la edad tenga conexión alguna con la prevista por el Código Civil para la mayoría de edad, sosteniendo que el fundamento dado por el actor solo resultaba una mera apreciación particular y que, de igual modo, podría entenderse que el legislador cuantificó la edad en virtud del alcance que la misma concierne para el desarrollo psíquico de una persona.


Dedujo que el legislador debió evaluar diferentes aspecto de la persona humana para determinar los requisitos a imponer a la hora de otorgar autorización para maniobrar aquellos vehículos comprendidos en las clases profesionales que integran dichas categorías, que -según remarca- resultan de gran porte y peligrosidad. Señaló ejemplos de limitaciones de edad establecidos por la Constitución Nacional como Provincial para acceder a determinados derechos constitucionales, independientemente de la mayoría de edad, e indicó que no toda diferenciación es violatoria del principio de igualdad.


Respecto del segundo de los extremos que diferenció la Magistrada -con relación a la existencia de un acto arbitrario o ilegal manifiesto-, luego de señalar antecedentes jurisprudenciales de la CSN y SCBA, dijo que tales extremos no se dan en el caso, que ello surge de la mera lectura y análisis de los hechos denunciados y la normativa que rige la materia.


Hizo un repaso de las normas de aplicación y de la situación personal del actor, definiendo que la negativa efectuada por la autoridad de aplicación no hizo más que ajustarse estrictamente a la normativa aplicable; así, rechazó el planteo de arbitrariedad y/o ilegalidad.


IV. EL RECURSO DE APELACIÓN: -


A fs. 97/100 vta. el actor interpuso recurso de apelación contra la sentencia de fecha 5 de julio de 2011; solicitó se revoque el fallo con costas a la accionada y -para el caso que no se admitiera esto último- se impusieran por su orden.


1. Manifestó que la misma rechaza el pedido de inconstitucionalidad del artículo 11 de la Ley n° 24.449 y, con ello, le impide obtener su carnet profesional, irrogándole perjuicios irreparables. Solicitó se revoque la sentencia de grado y se decrete la inconstitucionalidad de dicha norma.


Alegó de errónea la interpretación de la a quo y aclaró que de ninguna manera pretendía la declaración de inconstitucionalidad de la norma de carácter general, sino que -apoyado en la norma del artículo 1° de la Ley n° 13.928- pretendía sortear el óbice que coloca la Municipalidad de Lincoln al negar el carnet de conducir invocando una norma que debería estar obsoleta.


2. Consideró como otro yerro de la Magistrada, haber tenido que la edad impuesta por la norma en crisis para obtener el carnet profesional concierne al desarrollo psíquico de una persona. Agregó que no se tuvo en cuenta que una persona que carece del desarrollo psíquico para conducir los rodados que habilita el carnet profesional, sí tenga -a la misma edad- el desarrollo psíquico para estar detenido en una Unidad Penitenciaria con personas condenadas por delitos aberrantes y con frondoso prontuario. 


Expuso que el avance de los tiempos y las nuevas tecnologías hicieron que el Legislador disminuyera la edad con la cual una persona se convierte en mayor de edad, pero no tuvo en cuenta las consecuencias que dicha modificación traía aparejada en otras leyes. Por lo cual, consideró que es tarea de los jueces interpretar las leyes en sentido razonable, más -como en el caso- cuando se encuentra en juego su derecho a trabajar.


3. También se agravió de la imposición de las costas a su parte sin meritar lo novedoso del caso y estar en juego su derecho a trabajar por carecer de empleo, y además, no tener en cuenta que la demandada sólo evacuó el informe circunstanciado. 


V. CONTESTACIÓN DEL RECURSO: -


A fs. 109/111 se presentó el Delegado Fiscal y solicitó el rechazo del recurso de apelación, con costas.


Resaltó que tanto la presentación del amparo, como la fundamentación del recurso, resultan poco claros, y que el actor mal interpretó lo decidido por la a quo con relación al tratamiento de la constitucionalidad de la norma de carácter general. Advirtió que no surge, de los fundamentos de la resolución en crisis, perjuicio alguno que produzca un gravamen irreparable a la amparista.


Entendió que resultaba falaz, basándose en una vieja discusión doctrinaria, justificar que era intención del Legislador asimilar los veintiún (21) años de edad establecidos en la Ley n° 24.449 a la mayoría de edad que establecía el Código Civil, por cuanto no existe prueba alguna de ello.


Con relación a las costas, tuvo de aplicación el artículo 19 de la Ley n° 13.928 y su imposición al vencido; tachó de falaz la postura de la accionante de entender novedosa la cuestión en litigio, como también desmesurado considerar que se vea afectado en su única posibilidad de conseguir trabajo.


También a fs. 96 se presentó el apoderado fiscal e interpuso recurso de apelación con relación a los honorarios, por considerarlos bajos.


VI. Luego de la presentación de ambos recursos (fs. 96 y 97/100 vta) y de la contestación (fs. 109/111), se remiten las actuaciones a esta Alzada (fs.112), y encontrándose los mismos en estado de resolver (fs. 113), la Cámara estableció la siguiente cuestión: -


¿Es justa la sentencia apelada?


A la cuestión la Dra. Valdez dijo:

En autos, pretende el actor recurrente que la mayoría de edad que le otorga la Ley n° 26.579, cobre virtualidad sobre la normativa en que la Administración basa su posición para denegarle la licencia de conducir profesional, impidiéndole ejercer una determinada actividad laboral, es decir, con referencia al artículo 11 de la Ley n° 24.449 y, de manera incipiente y sin mayores argumentos, refiere a la inconstitucionalidad de dicha norma.


Tanto el Municipio demandado como la Provincia de Buenos AIres, a través de la Dirección Provincial de Política y Seguridad Vial, sostuvieron en forma concordante que la Ley Provincial n° 13.927 y la Ley Nacional n° 24.449 resultaban de aplicación al caso y que es la Provincia quien detenta las facultades de emisión y control sobre el otorgamiento de las licencias de conducir, aunque difirieron entre sí en cuanto al alcance que le otorgan a la Ley n° 26.579, modificatoria del artículo 126 del CC.


Así, la Municipalidad interpretó que debía prevalecer la nueva normativa, que fija la mayoría de edad a los dieciocho (18) años, sobre las disposiciones que regulan el otorgamiento de las licencias de conducir en virtud del principio interpretativo que ley posterior deroga a la anterior, y aclaró que igualmente se encontraba imposibilitada de resolver en consecuencia, atento la competencia del Estado Provincial en el tema.


Por otra parte, la demandada sostuvo que la Ley provincial n° 13.927 y la Ley nacional n° 24.449 no han sufrido modificaciones en virtud de la sanción de la Ley n° 26.579. 


La Jueza de grado resolvió (fs. 78/83) rechazar la acción de amparo, entre otros fundamentos, por entender que la norma de aplicación resultaba constitucionalmente válida y el proceder de la Administración se había ajustado estrictamente a la normativa aplicable, por lo que mal podría tildarse el acto administrativo de arbitrario o ilegítimo, aún cuando el resultado resulte adverso al actor cuya pretensión era trabajar. 


1. Primeramente, el recurrente centró su agravio en el rechazo del pedido de inconstitucionalidad del artículo 11 de la Ley n° 24.449 (que le impide obtener la licencia de conducir profesional) y así solicitó se revoque la resolución en crisis y se declare la inconstitucionalidad de la norma en cuestión.


Entiendo que dicho planteo no debe prosperar, toda vez que resulta una mera disconformidad con los fundamentos dados por la Magistrada en la sentencia. Luego, al no constituir el intento recursivo una crítica razonada y concreta del fallo apelado incumple el requisito de fundamentación exigido por los artículos de la Ley nº 13928 y 260 del CPCC.


También, corresponde poner en evidencia que -ponderando las circunstancias particulares del caso concreto y el desarrollo argumental efectuado- la a quo consideró innecesario recurrir a la declaración de inconstitucionalidad, que constituye la más delicada de las funciones a encomendar a la jurisdicción, configurando un acto de suma gravedad que debe ser considerado la última ratio del orden jurídico, por lo que no cabe formularla sino cuando un acabado examen del precepto conduce a la convicción cierta de que su aplicación conculca el derecho que invoca la pretensora (conf. CSJN, 288;325; 290:83;292:190; 301:962; 306:136, entre otros).


2. Además, el recurrente se quejó por entender que la Sra. Jueza negó que el Legislador haya colocado como edad para obtener el carnet profesional la mayoría de edad y que, al establecer la edad, lo ha hecho en virtud del alcance que la misma concierne para el desarrollo psíquico de una persona. 


Consideró el actor que la Ley n° 26.579 [modificatoria del artículo 126 del Código Civil, que establece que son menores las personas que no hubieren cumplido la edad de dieciocho (18) años] alcanza la norma del artículo 11 de la Ley n° 24.449 -a la que adhirió la Provincia de Buenos Aires a través del artículo 1° de la Ley n° 13.927-, debiendo entenderse que el Legislador fijó el requisito de la edad -veintiún (21) años- asimilándolo a la mayoría de edad. 


Del análisis de ambas normas y sus correspondientes fundamentos, no encuentro que la Ley n° 26.579 implique, en forma lisa y llana, una modificación de la norma del artículo 11 de la Ley n° 24.449 -aplicable por remisión del artículo 1° de la Ley n° 13.927-, máxime cuando -en el caso- el actor no ha logrado desvirtuar los fundamentos dados por el sentenciante para determinar la constitucionalidad de esta última norma.


Más bien, en los fundamentos de elevación del Proyecto de la (posteriormente) Ley n° 26.579 se ha dicho: "En relación a la reforma propuesta, todas las disposiciones legales que establezcan derechos u obligaciones hasta la mayoría de edad, debe entenderse que esto ocurre a partir de los 18 años (...) Esta regla tiene una excepción que opera en materia de previsión y seguridad social y se extiende hasta los 21 años. Al resultar estos beneficios de carácter alimentario se homologarían a los alimentos de la primera parte, del segundo párrafo agregado al artículo 265, salvo que las normas vigentes establezcan una edad distinta (mayor) a la propuesta".

Surge del mismo texto del artículo 11 de la Ley n° 24.449 que la norma no refiere a "mayoría de edad", sino que impone una determinada edad "21 años" como requisito para obtener la licencia profesional. Por otra parte, a lo largo del articulado de esta última norma, el legislador ha establecido diferencias -ya sea por edad o por requisitos habilitantes- para obtener determinadas categorías de licencias.


Tengo para mí que la norma analizada, en este aspecto, surge clara y precisa, por lo que debe exigirse una mayor prudencia en el juzgador a la hora de evaluar la posibilidad de otorgar un sentido distinto de lo que la misma dispone. Es decir, la primera fuente de interpretación de la ley es su letra y las palabras deben entenderse empleadas en su verdadero sentido, en el que tienen en la vida diaria (F: 200:165, entre otros).


Sobre el particular ha dicho el Máximo Tribunal de la Provincia: "En tal sentido, como reiteradamente ha dicho la Corte Suprema de Justicia de la Nación, no cabe suponer que el legislador haya actuado con inconsecuencia o imprevisión al dictar las leyes, por lo que éstas deben interpretarse evitando darles un sentido que ponga en pugna sus disposiciones destruyendo las unas por las otras, y adoptando como verdadero el que las concilie y las deje a todas con valor y efecto (Fallos 307:518 y sus muchas citas; 328:867; 327:5496).


Tal criterio ha sido aceptado, asimismo, por este Tribunal, agregando que -precisamente- como no cabe presumir tal inconsecuencia o falta de previsión, las leyes deben interpretarse conforme el sentido propio de sus palabras, computando que los términos empleados no son superfluos sino que han sido empleados con algún propósito sea de ampliar, limitar o corregir los conceptos (cfr. causa B.64.884, ‘Folino’, sent. del 6-VII-2005). En el caso que nos ocupa- como dije- es claro que la intención del legislador ha sido la de ampliar la categoría, y no de separarla o subdividirla.


Es que la misión del intérprete es indagar el verdadero sentido y alcance de la ley, mediante un examen atento y profundo de sus términos que consulte la realidad del precepto, puesto que, sea cual fuere la naturaleza de la norma, no hay método de interpretación mejor que el que tiene en cuenta la finalidad de aquélla (cfr. causa L 81.860 ‘González, Nelly’, sent. del 12-XII-2007) Dicho análisis comienza -como lo ha pronunciado esta misma Corte - por las propias palabras de la ley, debiendo los jueces aplicarlas en forma estricta y en el sentido que resulta de sus contenidos (cfr. causas B. 65.835, ‘DE.U.CO’m res. del 7-III-2007; B. 60.491, ‘Rodríguez Alberto’, Sent. del 5-IV-2006; B. 57.162, ‘Trípoli’, sent. del 2-XI-2005; B. 60.694, ‘Checa’, sent. del 16-VI-2005)" [SCBA 27-08-2008 Causa B. 63.493 “Tonelli, Josefina contra Municipalidad de La Plata. Demanda contencioso administrativa"].


3. Finalmente, considero que la imposición de las costas, aplicadas a la amparista, debe ser revocada por cuanto el cambio de normativa -referido a la mayoría de edad- pudo ser interpretado por el actor como razón valedera para accionar y creerse con derecho. 


Por lo que entiendo, en la función axiológica, corresponde apartarse del criterio general establecido por la Ley n° 14.192 mod. del artículo 19, imponiendo las costas en el orden causado (artículo 68, apartado 2° del CPCC) en ambas instancias.


4. En función de la propuesta anterior respecto de las costas, y atendiendo a que (a fs. 96) obra recurso de apelación de honorarios por parte del Fisco, por considerarlos bajos, considero que cabe dejar sin efecto la regulación de honorarios de los Dres. Sergio Branken (apoderado de la Municipalidad de Lincoln) y del Dr. Juan H. Fay (apoderado del Fiscalía de Estado), efectuada en sentencia (fs. 83 vta) en virtud de lo preceptuado por el artículo 274 del decreto ley n° 6769/58, respecto del primero, y el artículo 18 del decreto ley n° 7543/69 y sus modificatorias, respecto del segundo.


Por todo ello, propugno que el recurso de apelación sea parcialmente rechazado.


ASÍ VOTO.

El Dr. Cebey dijo: -

Que, por similares consideraciones que las expresadas por la Dra. Valdez, VOTO en igual sentido.

El Dr. Schreginger expresó: -

Por coincidir con los razonamientos expresados, adhiero a la opinión de la Dra. Valdez. ASÍ VOTO.


En virtud del resultado que instruye el Acuerdo que antecede, esta Cámara RESUELVE: -

1º Confirmar parcialmente la sentencia apelada, imponiendo las costas por su orden por los fundamentos expuestos; -

2º Imponer, en esta instancia, las costas por su orden (artículo 68, apartado 2° CPCC); -

3° Pasar los autos al Acuerdo para efectuar la regulación de honorarios por las labores profesionales ante esta Alzada.


Regístrese y notifíquese por Secretaría.

CRISTINA YOLANDA VALDEZ     DAMIÁN NICOLÁS CEBEY

MARCELO JOSÉ SCHREGINGER

ANTE MÍ:

